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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 19 DE OCTUBRE AL 16 DE NOVIEMBRE DE 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 

OCTUBRE 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018173  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 34/2018 (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. CUESTIONES QUE PUEDEN SER REVISABLES EN LA APELACIÓN 
INTERPUESTA EN CONTRA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DERIVADA DE AQUÉL. 
 
En el procedimiento abreviado previsto en el artículo 20, apartado A, fracción VII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, no se somete a debate la acreditación del delito ni la 
responsabilidad del acusado en su comisión, debido a la aceptación de éste a ser juzgado con base 
en los medios de convicción que sustentan la acusación; de ahí que dichos elementos no admiten 
contradicción en sede judicial, porque son resultado del convenio asumido por las partes para 
obtener una pena menos intensa de la que pudiera imponerse como consecuencia del 
procedimiento ordinario, que incluye al juicio oral. De lo contrario, no existiría firmeza en lo 
acordado con el acusado, respecto a la aceptación de su participación en el delito a partir de los 
datos de prueba recabados durante la investigación. Tampoco existiría seguridad jurídica para la 
víctima u ofendido del delito, quien espera obtener una reparación proporcional al daño 
inicialmente aceptado por el acusado. Por lo tanto, en el recurso de apelación promovido contra la 
sentencia definitiva derivada de un procedimiento abreviado, sólo podrá ser objeto de 
cuestionamiento, la violación al cumplimiento de los presupuestos jurídicos fundamentales para la 
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procedencia de esa forma de terminación anticipada del proceso penal acusatorio, lo cual 
comprende el análisis de la congruencia, idoneidad, pertinencia y suficiencia de los medios de 
convicción invocados por el Ministerio Público en la acusación, así como, de ser el caso, la imposición 
de penas que sean contrarias a la ley, distintas o mayores a las solicitadas por el representante social 
y a las aceptadas por el acusado, además de la fijación del monto de la reparación del daño. En 
contraposición, en el recurso de apelación no puede ser materia de análisis la acreditación del delito, 
la responsabilidad penal del acusado y la valoración de prueba, pues ello no tiene aplicación en dicha 
forma de terminación anticipada del proceso. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 56/2016. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo 
Octavo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 18 de abril 
de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al 
resolver los juicios de amparo directo 387/2009, 78/2012, 111/2012, 239/2014 y 202/2014, sostuvo 
la tesis de jurisprudencia XVII.1o.P.A. J/6 (10a.), de título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO ABREVIADO. 
LA DELIMITACIÓN DE LA LITIS EN EL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO CONTRA UNA 
SENTENCIA DICTADA EN AQUÉL, NO SÓLO ABARCA LOS AGRAVIOS EXPRESADOS, SINO TAMBIÉN EL 
ACUERDO DE LAS PARTES RESPECTO DE LA APLICACIÓN DEL DERECHO POR EL JUEZ DE GARANTÍA 
(NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE CHIHUAHUA).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo II, abril de 2015, página 1527, con número 
de registro digital: 2008818. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 213/2012, sostuvo la tesis aislada II.2o.P.25 P (10a.), de rubro: "SENTENCIA CONDENATORIA 
EMITIDA ORALMENTE EN LA AUDIENCIA QUE RESUELVE EL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. AUN CUANDO EL 
IMPUTADO HAYA ACEPTADO SU PARTICIPACIÓN EN EL HECHO DELICTIVO, AQUÉLLA DEBE 
FUNDARSE Y MOTIVARSE INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LA RESOLUCIÓN ESCRITA CUMPLA CON 
ESA EXIGENCIA CONSTITUCIONAL (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE 
MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXI, Tomo 2, junio de 2013, página 1349, con número de registro digital: 2003892. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
349/2015, consideró que los agravios relacionados con la acreditación del delito y la plena 
responsabilidad eran inatendibles porque el sentenciado aceptó el procedimiento abreviado, y dada 
la naturaleza de tal procedimiento, no era factible estudiar tales temas en el recurso de apelación. 
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Tesis de jurisprudencia 34/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de seis de junio de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de octubre de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018146  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 24/2018 (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PRESENTADA A TRAVÉS DEL PORTAL DE SERVICIOS EN LÍNEA 
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. CUANDO CARECE DE FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA 
(FIREL), SE DEBE PREVENIR A LA QUEJOSA. 
 
De conformidad con la jurisprudencia 1a./J. 90/2017 (10a.), de rubro: "DERECHO FUNDAMENTAL 
DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA EXISTENCIA DE REQUISITOS DE 
PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN.", el derecho de acceso a la jurisdicción está condicionado a que, 
cualesquiera que sean los requisitos de procedibilidad de una acción, éstos no se erijan como 
impedimentos jurídicos o fácticos que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que 
resulten discriminatorios. Al respecto, el artículo 3o. de la Ley de Amparo prevé la posibilidad de 
actuar ante el Poder Judicial de la Federación mediante el empleo de tecnologías de la información, 
particularmente en uso de una firma electrónica, cuya regulación se encomendó al Consejo de la 
Judicatura Federal, que, actuando con la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, expidió tres acuerdos que regulan el uso de la firma 
electrónica. Así, de la lectura armónica de los artículos 3, 5, 6 y 10 del Acuerdo General Conjunto 
1/2013, 17 del Acuerdo General Conjunto 1/2014, y 64 y 72 del Acuerdo General Conjunto 1/2015 
se desprende que: (1o.) la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL), 
equiparable a un documento de identidad, es el instrumento a través del cual se ingresa al sistema 
electrónico para actuar en los asuntos competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
del Tribunal Electoral, de los tribunales de circuito y de los juzgados, con efectos idénticos a los de 
la firma autógrafa; (2o.) la revocación o pérdida de vigencia del certificado digital de firma 
electrónica tiene como consecuencia la imposibilidad de ingresar a los expedientes electrónicos; 
(3o.) el acceso al Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación requiere que las 
personas cuenten con la FIREL y que se registren personalmente en el sistema, introduciendo su 
nombre, correo electrónico, Registro Federal de Contribuyentes, Clave Única del Registro de 
Población, "nombre de usuario", "contraseña", y vinculación del registro a la FIREL; y (4o.) la 
presentación de demandas de manera electrónica exige que las y los usuarios ingresen nombre de 
usuario y contraseña, o que actúen a través de la FIREL. En estos términos, la falta de firma 
electrónica en la demanda de amparo indirecto debe considerarse como una de las "irregularidades 
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en el escrito" al que hace referencia el artículo 114, fracción I, de la Ley de Amparo, razón por la cual 
las y los jueces de distrito deberán requerir a la parte promovente para que, en el plazo de cinco 
días, subsane la omisión. Esto se debe a que la omisión de referencia no podría dar lugar a negar de 
manera manifiesta e indudable la identidad de quien promueve, pues los Acuerdos Generales 
Conjuntos regulan una serie de salvaguardas que aseguran el conocimiento de la identidad de quien 
actúa en el Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación. En estos términos, el 
juzgador de amparo únicamente podrá desechar la demanda que carece de firma electrónica 
cuando no se desahogue el requerimiento para que se subsane su irregularidad. Lo anterior 
garantiza el derecho de acceso a la jurisdicción, al no entender la ausencia de firma electrónica 
desde una perspectiva estrictamente formalista y desvinculada del procedimiento que rige la 
actuación en el citado Portal de Servicios. Este criterio no es aplicable tratándose de la hipótesis 
expresamente prevista en el artículo 109 de la Ley de Amparo, conforme al cual será innecesaria la 
firma electrónica cuando el juicio de amparo se promueva con fundamento en el artículo 15 de la 
referida ley. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 76/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
de Trabajo del Octavo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 28 de febrero de 
2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Criterios contendientes: 
 
El Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 251/2016, determinó que, en términos del artículo 114 de la Ley de Amparo, la falta de la 
firma electrónica en la demanda de amparo no constituye una irregularidad susceptible de 
regularización, pues al ser la firma una expresión manifiesta de la voluntad y no obrar ésta en la 
demanda, resulta imposible requerir a la parte quejosa para que subsane dicha omisión, pues no 
existe certeza sobre quién realmente intentó la acción constitucional. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el recurso de queja 
219/2016, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver el recurso de queja 105/2016, determinaron que, en términos del artículo 114 de la Ley de 
Amparo, los juzgadores de amparo sí deben prevenir a la parte quejosa cuando omita presentar la 
demanda de amparo con la firma electrónica, pues, considerar lo contrario, implicaría una 
vulneración injustificada al derecho de acceso a la justicia. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 90/2017 (10a.) citada, se publicó en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo I, noviembre de 2017, página 213, registro 
digital: 2015595. 
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Tesis de jurisprudencia 24/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de octubre de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018145  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 49/2018 (10a.)  
 
DELITO CONTRA LA SALUD, EN SU MODALIDAD DE TRANSPORTE DE NARCÓTICOS PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 194, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. PARA SU ACTUALIZACIÓN ES 
INNECESARIO ACREDITAR LOS PUNTOS GEOGRÁFICOS DE ORIGEN Y DESTINO DEL ESTUPEFACIENTE 
CUANDO EL TRASLADO ES EN UN VEHÍCULO DE CARGA SOBRE UNA CARRETERA. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el término 
"transportación" en el delito contra la salud, debe entenderse como la realización de movimientos 
que implican el desplazamiento del narcótico a un lugar distinto de aquel en que se encontraba, con 
independencia de la distancia que exista, es decir, para su configuración no se requiere que dicho 
desplazamiento se realice hasta el lugar que se tenía previsto como destino final, sino que basta su 
traslado del lugar donde se obtuvo a otro. Así, para la actualización del delito contra la salud en su 
modalidad de transporte de narcóticos, previsto en el artículo 194, fracción I, del Código Penal 
Federal, es innecesario acreditar los puntos geográficos de origen y destino del estupefaciente 
cuando el traslado es en un vehículo de carga sobre una carretera, ya que sólo se requiere como 
elemento esencial que éste desplace el narcótico de un medio geográfico a uno diverso, pues la 
conducta se actualiza de momento a momento mientras esté en curso el traslado del 
estupefaciente. Además, el hecho de que elementos de seguridad detengan el vehículo de carga en 
el que el sujeto activo desplaza el narcótico en una vía de comunicación, es un aspecto que revela, 
por sí solo, que ha tenido lugar su traslado, porque la acción abarcó lugares distintos que implicaron 
dicho transporte para efectos de la fracción I del artículo citado; esto es, cuando se detiene al activo 
a bordo del vehículo de carga que circulaba en una carretera, en el que se encontró el narcótico, se 
configura la modalidad de transporte, al margen de que se demuestre o no por el órgano acusador 
el lugar en el que comenzó el desplazamiento del estupefaciente, en virtud de que, dadas las 
circunstancias en que fue encontrado en el vehículo que circulaba en una carretera, hace patente 
su traslado de un punto geográfico a otro, ya que la acción comprendió lugares distintos e implicó 
un desplazamiento real. 
 
PRIMERA SALA 
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Contradicción de tesis 176/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en los Mochis, Sinaloa, en apoyo del Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito. 6 de junio de 2018. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en cuanto al fondo, 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en los Mochis, Sinaloa, en apoyo del Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 337/2016 (cuaderno auxiliar 58/2017), sostuvo que para que se 
actualice el delito de transportación de narcóticos, basta que la droga se traslade del lugar en que 
se obtuvo a otro, es de decir, que se inicie el desplazamiento del sitio en que se encontraba a uno 
diverso, sin que deba señalarse el punto geográfico de origen y el destino, pues la conducta se 
actualiza de momento a momento, mientras la droga sea trasladada, cualquiera que sea la distancia.  
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 102/2015, que dio origen a la tesis aislada III.2o.P.84 P (10a.), de título y 
subtítulo: "DELITO CONTRA LA SALUD. DIFERENCIAS ENTRE LA MODALIDAD DE TRANSPORTACIÓN 
CON LA HIPÓTESIS DE POSESIÓN CON LA FINALIDAD DE TRANSPORTE.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo III, septiembre de 2015, página 
2011, registro digital: 2010050. 
 
Tesis de jurisprudencia 49/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintidós de agosto de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de octubre de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018134  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXXVIII/2018 (10a.)  
 



 

7 
 

COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO. EL ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES QUE PREVÉ QUE ES PRORROGABLE POR MUTUO CONSENTIMIENTO DE 
LAS PARTES, EXPRESO O TÁCITO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
El precepto citado, al prever que la competencia territorial es prorrogable por mutuo 
consentimiento de las partes, expreso o tácito, y establecer los supuestos en los que hay prórroga 
tácita de las partes, no vulnera el principio de seguridad jurídica, aun cuando no establezca salvedad 
alguna, porque el hecho de que éstas puedan elegir al Juez que resuelva las controversias surgidas 
entre ellas, facilita el acceso a la justicia, en lugar de obstaculizarla o impedirla. Además, el que el 
artículo 23 del Código Federal de Procedimientos Civiles establezca la atribución de las partes de 
prorrogar la competencia por razón de territorio por mutuo acuerdo, sea expreso o tácito, origina 
que éstas se sometan a la competencia de un determinado juzgador, por así convenir a sus intereses, 
otorgando el equilibrio procesal entre ellas, lo que brinda seguridad jurídica al establecer reglas 
claras que dan certeza, máxime que saben a qué atenerse en cuanto a la competencia del órgano 
jurisdiccional que por razón de territorio conocerá del asunto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 2/2017. Distribuidora Electrónica Mexicana, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez. 
 
Nota: Por instrucciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, esta tesis 
que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de julio de 2018 a 
las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo 
I, julio de 2018, página 258, se publica nuevamente con el precedente correcto. 
 
Esta tesis se republicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 

NOVIEMBRE 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018343  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 09 de noviembre de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a./J. 59/2018 (10a.)  
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PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. SE VULNERA CUANDO LA SENTENCIA CONDENATORIA LA DICTA UN 
JUEZ DISTINTO AL QUE DIRIGIÓ LA PRODUCCIÓN DE LAS PRUEBAS E IRREMEDIABLEMENTE 
CONDUCE A REPETIR LA AUDIENCIA DE JUICIO. 
 
En el procedimiento penal, la verificación de los hechos que las partes sostienen conlleva una serie 
de exigencias que son indiscutibles, entre las que se encuentra el respeto al principio de 
inmediación, previsto en el artículo 20, apartado A, fracción II, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en vigor. Ahora bien, la observancia del invocado principio se encuentra 
íntimamente conectado con el principio de presunción de inocencia, en su vertiente de regla 
probatoria, pues en la medida en que se garantiza no sólo el contacto directo que el juez debe tener 
con los sujetos y el objeto del proceso, para que perciba –sin intermediarios– toda la información 
que surja de las pruebas personales, sino que también se asegure que el juez que interviene en la 
producción probatoria sea el que emita el fallo del asunto, se condiciona la existencia de prueba de 
cargo válida. De ahí que la sentencia condenatoria emitida por un juez distinto al que intervino en 
la producción de las pruebas constituye una infracción al principio de inmediación en la etapa de 
juicio, que se traduce en una falta grave a las reglas del debido proceso, razón por la cual 
irremediablemente conduce a la reposición del procedimiento, esto es, a que se repita la audiencia 
de juicio, porque sin inmediación la sentencia carece de fiabilidad, en tanto que no se habrá 
garantizado la debida formación de la prueba y, por ende, no habrá bases para considerar que el 
juez dispuso de pruebas de cargo válidas para emitir su sentencia de condena. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 492/2017. 15 de noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 243/2017. Bernardo Rodríguez Martínez. 10 de enero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente. Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 544/2017. José Hermelán Gómez González. 17 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortiz.  
 
Amparo directo 14/2017. Alexis Gabriel Hernández Becerril. 21 de febrero de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Arturo 
Bárcena Zubieta.  
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Amparo directo en revisión 1605/2017. Omar García Carbajal. 21 de febrero de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
 
Tesis de jurisprudencia 59/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticuatro de octubre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de 
noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018326  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 09 de noviembre de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CXLII/2018 (10a.)  
 
MATRIMONIO CELEBRADO BAJO EL RÉGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES. LAS ACTIVIDADES QUE 
REALIZA UNO DE LOS CÓNYUGES EN EL HOGAR DEBEN CONSIDERARSE COMO UNA CONTRIBUCIÓN 
ECONÓMICA A SU SOSTENIMIENTO, PARA EFECTOS DE UNA POSIBLE MODIFICACIÓN DE LOS 
DERECHOS DE PROPIEDAD DE LOS BIENES ADQUIRIDOS. 
 
Si bien el régimen patrimonial de separación de bienes implica que los cónyuges tienen la facultad 
de mantener la propiedad de los que adquieran y de disponer de ellos sin necesidad de la 
participación del otro, esto no implica que los derechos de propiedad que ostenten, durante el 
matrimonio, no puedan ser modificados por motivos que atiendan a la satisfacción de fines y 
objetivos derivados de la propia naturaleza del matrimonio, como el cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias y familiares, y la procuración y ayuda mutua entre los cónyuges, que 
permiten alcanzar la igualdad sustantiva entre el hombre y la mujer. Además, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que los roles atribuidos social o legalmente a 
las mujeres con base en estereotipos nocivos de género causan, en muchas ocasiones, que no logren 
desarrollar plenamente su proyecto de vida profesional, al dedicarse exclusivamente al cuidado del 
hogar o al tener una "doble jornada laboral"–un empleo fuera del hogar y la realización de tareas 
domésticas– que acaban por consumir su tiempo. Estas labores domésticas y el trabajo de cuidado 
están asignados a las mujeres a través de una visión estereotípica a partir de su sexo, es decir, se les 
adscribe el rol de madres y amas de casa por el solo hecho de ser mujeres. Así, derivado del plano 
de desigualdad en las actividades que realiza uno de los cónyuges en el hogar, debe considerarse, 
dicha labor, como una contribución económica a su sostenimiento, para efectos de una posible 
modificación de los derechos de propiedad de los bienes adquiridos durante el matrimonio 
celebrado por separación de bienes, en atención al derecho de igualdad entre los cónyuges que 
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encuentra vigencia como derecho fundamental, reconocido en los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2730/2015. Rebeca Rocha Aranda, su sucesión. 23 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018317  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 09 de noviembre de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 54/2018 (10a.)  
 
INTERÉS JURÍDICO. POR REGLA GENERAL, CUENTA CON ÉL, EL USUFRUCTUARIO QUE RECLAMA EN 
EL AMPARO INDIRECTO EL EMBARGO RECAÍDO EN BIENES INMUEBLES SUJETOS A USUFRUCTO. 
 
El usufructo implica el desmembramiento de los atributos o poderes jurídicos de la propiedad: ius 
utendi (uso), ius fruendi (goce) y ius abutendi (abuso); por el cual el dominio (abuso) se reserva al 
nudo propietario; en tanto que el uso y goce residen en el usufructuario. Ahora bien, el embargo 
que recae en bienes sujetos a esta modalidad, produce la restricción o limitación jurídica y material 
del uso y goce de la cosa, ello porque el usufructuario no puede celebrar contratos respecto al 
usufructo sin autorización del juez y anuencia del ejecutante; aunado a que, al verificarse el 
secuestro se desapodera o sustituye a quien usa y disfruta de la cosa, para quedar bajo el cuidado 
del depositario que nombre el actor y a disposición del juzgador de la contienda en el que se 
practique el embargo. De ahí que al afectarse jurídica y materialmente el uso y goce del inmueble, 
el usufructuario cuenta con interés jurídico para reclamar en amparo indirecto el embargo trabado 
en el juicio, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 5o, fracción I, en relación con el 61, 
fracción XII, aplicada contrario sensu, ambos de la Ley de Amparo. Excepción a la regla general 
anterior, la constituye el supuesto en el que el embargo que recae en bienes sujetos a usufructo, 
explícitamente queda circunscrito a la nuda propiedad o expresamente excluya el usufructo, 
supuesto en el cual, el usufructuario carecería de interés jurídico. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 305/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, actual Tribunal Colegiado en 
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Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 2 de mayo de 2018. La votación 
se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito al resolver el 
amparo en revisión 7/2017, en el que consideró que el usufructuario que se ostenta como tercero 
extraño a juicio, tiene interés jurídico para promover amparo indirecto, si acredita su derecho y el 
embargo se traba sobre la totalidad del inmueble y no sólo sobre la nuda propiedad, y  
 
El emitido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 717/1997, del que derivó la tesis aislada XIV.2o.72 C, de rubro: "EMBARGO. EL 
USUFRUCTUARIO VITALICIO CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMARLO PORQUE TAL 
MEDIDA NO DISMINUYE NI INVALIDA SU DERECHO AL MOMENTO DE LA TRABA.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, abril de 1998, página 745, 
con número de registro digital: 196574. 
 
Tesis de jurisprudencia 54/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cinco de septiembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de 
noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018298  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 09 de noviembre de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 1a. CXXXVIII/2018 (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO. LOS ARTÍCULOS 17 Y 18 DE LA LEY DE LA MATERIA, AUN CUANDO NO 
PREVEAN LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA PRESENTARLA, NO VULNERAN EL DERECHO DE 
IGUALDAD. 
 
Los preceptos citados, al establecer cuáles son los plazos para presentar la demanda de amparo, 
cuya regla general es de quince días, así como el momento inicial del cómputo del plazo, no vulneran 
el derecho de igualdad reconocido por el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, aun cuando no prevean la posibilidad de ampliación del plazo por razón de la 
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distancia, para el caso en que el quejoso se encuentre fuera del lugar de residencia del órgano 
jurisdiccional ante el cual deba presentarla, pues para ese supuesto, el artículo 23 de la Ley de 
Amparo dispone que la presentación puede hacerse en la oficina pública de comunicaciones de la 
residencia del interesado, en la más cercana en caso de no haberla, o bien, a través del uso de firma 
electrónica, esta última prevista para cualquier persona con independencia de que resida o no en la 
jurisdicción del tribunal correspondiente. Así, el legislador tuvo en cuenta que el uso de las nuevas 
tecnologías permite la presentación de la demanda en forma instantánea con independencia de la 
distancia en que se encuentre el interesado respecto del lugar donde se ubique la autoridad ante la 
cual debe presentarla, lo cual sin duda significa un avance en la facilidad de las comunicaciones, que 
hace innecesaria la regulación sobre la ampliación del plazo para el traslado físico del documento; 
asimismo, consciente de que no todas las personas tendrían o podrían tener acceso a esas 
tecnologías, se dejó prevista la posibilidad de presentar la demanda o escrito inicial por medio de 
las oficinas públicas de comunicaciones del lugar donde se reside o en la más cercana; y sin que 
pueda llegarse al extremo de obligar a tales oficinas a permanecer abiertas hasta las veinticuatro 
horas para ese efecto, pues su función principal no es la de recibir documentación dirigida al poder 
judicial federal, sino que sólo se les impone el deber de recibir y transmitir en cualquier momento 
la demanda de amparo en los casos de gravedad y urgencia a que se refiere el artículo 20 de la Ley 
de Amparo. Previsiones con las cuales, razonablemente, el interesado que reside fuera del lugar del 
juicio cuenta con las condiciones suficientes para satisfacer su carga dentro del plazo legal, sin 
necesidad de su ampliación; y en circunstancias de igualdad respecto de quien reside en el lugar 
donde se ubica la autoridad responsable o el tribunal de amparo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3088/2017. BBVA Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero BBVA Bancomer. 31 de enero de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien precisó que está con el sentido pero con salvedad en las 
consideraciones. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 


